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RESUMEN 
El siglo XXI nos ha permitido asistir a un 
escenario diferente en la conformación de 
la Administración Pública y en el ejercicio 
de su actividad: una Administración plural, 
para la cual la calidad y la excelencia en los 
servicios son sus cualidades más 
distintivas. En este entramado, resurge la 
expresión buena administración como un 
estándar de optimización del ejercicio de la 
función administrativa y un derecho 
ciudadano que lo empodera para exigirle a 
la Administración Pública el cumplimiento 
de sus fines, regulándose así por varios 
ordenamientos jurídicos y documentos 
internacionales desde los años finales de la 
pasada centuria. Uno de esos 
ordenamientos que ha asumido la 
regulación expresa de este mandato ha 
sido el cubano, el que, en los últimos cinco 
años ha experimentado transformaciones 
importantes. 

ABSTRACT 
The 21st century has allowed us to attend a 
different stage in the construction of public 
administration and its practice: a plural 
administration where excellent and high-
quality services are the most distinctive 
features. In this framework, the term good 
administration reappears as a standard of 
the optimization of the administrative 
function practice and a civil right that 
empowers the citizen to demand public 
administration to fulfill its purposes; being 
this way, ruled by different legal orders and 
international documents since the end of the 
20th century. The Cuban legal order is one of 
the systems that assumed the regulation of 
this term; as a result, during the last five 
years, considerable transformations have 
been made to it 
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INTRODUCCIÓN 

La Administración Pública que se presenta hoy —con crisis económica en el mundo, con 

crisis política e institucional de Estados, con un alto índice de desempleo, de 

privatización, pero también con grandes niveles de exigencia por parte de la 

ciudadanía— no puede seguirse sosteniendo bajo los cánones de antaño, no puede 

ceñirse solo a los esquemas que legaron los grandes precursores, no puede bajo ningún 

concepto obviar al ciudadano, omitirlo o reprimirlo, debe contar con él para que pueda 

ejercer su actividad y cumplimentar sus fines, incluso los mismos que fueron delineados 

en la Francia revolucionaria del siglo XVIII. 

La buena administración en este siglo XXI —marcado por un antes y un después de la 

pandemia Covid-19— mantiene su vigencia, su urgencia e incluso reclama su carácter 

de imprescindible en la gestión de los asuntos públicos. Esta institución —que no es de 

reciente data— reaparece en el escenario político, jurídico y social de las últimas 

décadas del siglo pasado desde tres dimensiones: como un principio 

constitucionalizado, integrado por diversos subprincipios; como un deber jurídico 

constitucional, suma de todos los deberes jurídicos derivados de los mencionados 

principios;1 y también un derecho subjetivo2 que otorga el poder a su titular para exigir 

la realización, por parte de las Administraciones Públicas, de aquellas actuaciones 

incluidas en su contenido que permiten, incluso, reaccionar jurídicamente contra el 

incumplimiento de obligaciones públicas y hacerle frente a la mala administración,3 lo 

que responde en su configuración actual a las concepciones más modernas del Derecho 

Administrativo.4 

En el resurgir de la buena administración, ocupa un papel importante la Carta de los 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea (Parlamento Europeo, Consejo de la 

Unión Europea y Comisión Europea, 2000), en la cual se reconoce dentro de los 

                                                            
1 Se configura como un auténtico deber jurídico de hacer. 
2 Así fue reconocido expresamente en el artículo 41 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea y en 

el Capítulo Tercero de la Carta Iberoamericana de los Derechos y Deberes del Ciudadano en relación con la 
Administración Pública. 
3 De ahí que muchos autores planteen que la mala administración delinea a la buena administración. Tal es el caso 

de Francisco Sanz Larruga (2009), Joaquín Tornos Mas (2007), Miguel Sánchez Morón (2005) y Beatriz Tomás Mallén 
(2004). 
4 Las nuevas concepciones del Derecho Administrativo se caracterizan por el intento de superar la visión 

estrictamente formal que legitima la Administración para el mero cumplimiento neutral y objetivo de la norma que 
le otorga las potestades de actuación. 
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derechos de los ciudadanos de la comunidad, en el artículo 41, el derecho a una buena 

administración, elevándose así a concepto jurídicamente relevante. Este artículo toma 

como base el desarrollo jurisprudencial de la buena administración en la comunidad 

—donde se había entendido fundamentalmente como un principio general del 

Derecho—, así como artículos del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 

(1992). Dicho documento, si bien alcanzó su verdadero valor jurídico a partir de la 

entrada en vigor del Tratado de Lisboa (2007), por el que se modifican el Tratado de la 

Unión Europea (2010) y el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea (1957), abrió 

desde su enunciación una nueva era para la buena administración tanto en lo doctrinal 

como en el desarrollo posterior de la jurisprudencia que tomaría este precepto como 

base para dirimir conflictos entre la Administración y los ciudadanos. 

Esta Carta, no solo protegió los derechos ya existentes, sino que consagró aquellos que 

habían sido definidos por la doctrina como reaccionales e instrumentales y cuya 

naturaleza y desarrollo ha sido esencialmente jurisprudencial. Así puede leerse que, 

entre los derechos componentes de una buena administración, en el apartado 3 está 

contenido el de toda persona a la reparación de los daños causados por instituciones o 

agentes en el ejercicio de sus funciones. 

Con posterioridad a los referidos documentos, otra Carta signa los nuevos paradigmas 

en los que se asienta la relación entre la administración y los administrados, con una 

significación mayor, por el número de países firmantes, y porque su texto íntegro se 

dirige a establecer los presupuestos debidos para una buena administración: la Carta 

Iberoamericana de los Derechos y Deberes del ciudadano en relación con la 

Administración Pública (Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo 

[CLAD], 2013). En esta, se regula la buena administración en las tres dimensiones5 

desde las cuales se ha esbozado en la doctrina más moderna de Derecho 

Administrativo. 

                                                            
5 «La buena Administración Pública adquiere una triple funcionalidad. En primer término, es un principio general de 

aplicación a la Administración Pública y al Derecho Administrativo. En segundo lugar, es una obligación de toda 
Administración Pública que se deriva de la definición del Estado Social y Democrático de Derecho, especialmente de 
la denominada tarea promocional de los poderes públicos en la que consiste esencialmente la denominada cláusula 
del Estado social: crear las condiciones para que la libertad y la igualdad de la persona y de los grupos en que se 
integra sean reales y efectivas, removiendo los obstáculos que impidan su cumplimiento y facilitando la participación 
social. En tercer lugar, desde la perspectiva de la persona, se trata de un genuino y auténtico derecho fundamental» 
(Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo [CLAD], 2013, pp. 2–3). 
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Dicho documento internacional fue rubricado por el Estado cubano, lo que da muestra 

de que en materia de buena administración existe voluntad para su recepción. Sin 

embargo, en 2019 se pone en vigor una Constitución que continúa el lastre de su 

antecesora y poco aduce con respecto a la buena administración. Transcurrieron casi 10 

años para que el ordenamiento jurídico administrativo patrio vislumbrara los primeros 

atisbos de reconocimiento expreso de la noción de buena administración en una Ley, 

específicamente en sus POR CUANTO, y un tiempo más, para que viera la luz en una 

normativa que regula los procederes de la Administración Pública en Cuba, aunque esa 

luz también tiene sus sombras que más adelante serán referidas. Todo esto permite 

sustentar el título que se presenta y discurrir en las próximas líneas sobre el papel que 

juega esta regulación en función del actuar de la Administración Pública en Cuba y del 

bienestar de los ciudadanos. 

Ello conduce a dirigir la mirada en varios aspectos: la regulación jurídica de la buena 

administración; el amparo constitucional en Cuba y el principio de progresividad de los 

derechos; la posibilidad de entender a la buena administración como tal teniendo en 

cuenta también el contenido del artículo 8 de nuestra Constitución (Asamblea Nacional 

del Poder Popular [ANPP], 2019, p. 72) con respecto a los mecanismos de recepción de 

tratados; la praxis judicial con respecto a los POR CUANTO de una Ley, en este caso 

específico la Ley Del Proceso Administrativo (ANPP, 2021); así como las cuestiones 

generales y de regulación de la buena administración en la Ley de Procedimiento 

Administrativo. 

A tales efectos se propone como objetivo fundamentar la necesidad de la buena 

administración como criterio de actuación de la Administración Pública en Cuba en 

función del bienestar de los ciudadanos. 

DESARROLLO 

El ciudadano en el centro de las decisiones de la Administración 
Pública 

La consolidación de la participación ciudadana como principio de actuación de la 

Administración Pública —desde la teoría y su materialización por estados 

democráticos—, ha desplazado el eje cardinal de esta hacia una noción subjetiva más 

identificada con lo que se espera de ella desde su surgimiento: una buena   
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administración. Noción que se puede entender como el conjunto de ejercicios 

ciudadanos de participación, ya sea exigiendo el respeto de sus derechos, incoando los 

procedimientos para que la Administración cumpla sus deberes, accediendo a los 

puestos de administradores públicos, o disfrutando de los servicios públicos y de su 

eficiencia y calidad; supuestos todos en los que la inactividad de la Administración no 

tiene cabida. En ese sentido, la presencia de los ciudadanos en los asuntos públicos se 

convierte además en un requisito sine qua non de la gobernabilidad democrática. 

Sin embargo, lo referido no puede quedar solo en el espectro de una abstracción teórica 

que sincroniza una aspiración, sino que tienen que existir las herramientas para llevarlo 

a vías de hecho. Aparecen entonces en el escenario concreto de este análisis la 

facilitación y el acceso de los ciudadanos a la información administrativa, la 

transparencia, la legitimidad, y la conformación de centros de decisión a partir del nivel 

local6 que puedan incidir en las decisiones generales de una nación, de manera que la 

materialización de los derechos sea el reflejo de las directrices de esa participación. 

La manera de gobernar en el actual entramado político, social y jurídico se caracteriza 

por un modo más cooperativo y consensuado en las relaciones entre las 

administraciones y los actores sociales, que pretende recuperar la erosionada 

legitimidad democrática del Gobierno; es por eso que buena administración y 

participación ciudadana se convierten en un binomio indisoluble a la vez que la primera 

de estas se asienta sobre los mismos pilares de la «buena gobernanza» 7 como son: 

participación, transparencia, rendición de cuentas, eficacia y coherencia. Lo anterior 

explica que autores como Santamaría Pastor (2010) al referirse a la buena 

administración lo hagan como un principio de amplio espectro que comprende otros 

principios más específicos (pp. 1138–1163). 

La implementación de la buena administración tiene entre sus efectos más notables la 

disminución de políticas para el ascenso en la carrera partidaria de los gobernantes y el 

incremento de políticas de compromiso real con las condiciones de vida de los   

  

                                                            
6 Pudiera entenderse esto como el poder comunal del que la República Bolivariana de Venezuela ha sido precursora 

en la América. 
7 Sobre este aspecto se recomienda la lectura de Cerrillo I Martínez (2005), particularmente, su artículo «La 

Gobernanza hoy: Introducción», pp. 11–36. 
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ciudadanos. Es por ello que la principal aspiración del concepto está en colocar en el 

centro del sistema a la persona y sus derechos fundamentales (Rodríguez-Arana 

Muñoz, 2007).8 

La regulación jurídica de la buena administración legitima al ciudadano para exigir, 

desde el Derecho, que el actuar de las Administraciones Públicas no solo esté sujeto a 

la legalidad, sino también al interés general, lo que se materializa a partir de la eficacia 

y eficiencia administrativa, el debido proceso, la transparencia, la organización del 

personal al servicio de la Administración y la ética del mismo, generándose un 

incremento de la participación ciudadana en la toma de decisiones, y en la mejor 

elección posible que permita afirmar que la buena administración lleva consigo el 

necesario replanteamiento de estrategias desde un prisma institucional, con el objeto 

de fortalecer la legitimación del sistema democrático y de sus instituciones. 

En este entramado, se vuelve un imperativo para el sistema social cubano regular los 

derechos ciudadanos y los deberes de la Administración que posibiliten que se 

atempere el reconocimiento jurídico de la participación a las políticas económicas y 

sociales que plantean la necesidad de elevar la calidad de los servicios y la eficacia en la 

actuación de la Administración. A lo que se debe sumar la necesidad de que se amplíen 

y se hagan más viables los mecanismos de acceso a la toma de decisiones de la 

Administración, concediéndole más protagonismo a los ciudadanos y más autonomía 

a las localidades en la gestión y los servicios. 

La Constitución cubana, si bien regula la participación ciudadana y refiere varias vías, 

no es muy prolija en la regulación de la Administración Pública, poco aduce sobre la 

participación ciudadana en la toma de decisiones de la Administración, a lo que se unen 

mecanismos burocráticos que han ido desapareciendo en el mundo que afectan el 

acceso a esta. 

En tal sentido, la implementación de las nuevas políticas económicas y sociales en 

nuestro país, deben configurarse de manera que tengan al ciudadano y sus intereses en 

                                                            
8 En este y otros materiales que se han consultado del autor sobre el tema, es recurrente el dedicar unas líneas al 

ciudadano, y a su posición céntrica en la actividad desarrollada por la Administración, lo que destaca como elemento 
identificativo de las transformaciones en la Administración Pública y del Derecho Administrativo. Lo anterior facilita 
reconocer en este autor una postura defensora del empoderamiento ciudadano y de la implementación de 
adecuadas políticas públicas. 
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el centro de ellas, lo que garantiza la eficacia social de la política, el respaldo de la 

ciudadanía y pasos firmes hacia un Estado más democrático. 

En este espacio, la principal estrategia está encaminada a dotar al ciudadano de los 

conocimientos necesarios para entender los procesos sociales, las transformaciones, 

las instituciones, a la vez que se les educa en la participación e intervención en todos los 

espacios a los que tienen acceso, también los directivos de las entidades que prestan 

servicios o se relacionan con las necesidades sociales para generar el intercambio y 

todos juntos pensar en la solución de nuestros problemas. 

La buena administración como principio jurídico 

Como se ha referido antes, la buena administración ha sido una institución que se ha 

enarbolado desde una triple funcionalidad, dentro de las cuales está su consideración 

como principio, que la ha acompañado desde sus inicios, pues en los primeros textos en 

los que se refirió el término, siempre estuvo ligado a una actuación, comportamiento u 

organización de la Administración. A ello se une la jurisprudencia, que también ha 

contribuido con esta función de la buena administración, llegando a reconocerla, en 

Europa, como un principio común, que formaba parte de las tradiciones y la cultura 

jurídica europea. 

Sin embargo, un análisis más acucioso de la intencionalidad del reconocimiento de esta 

función, así como de su significación para el Derecho permite constatar que la 

pretensión del principio de buena administración no es solo que la Administración 

limite sus poderes en beneficio de la persona o cumpla su cometido, sino también 

garantizar la efectividad de los derechos de los ciudadanos a través de la mejora 

continua de los servicios y actividades que realiza, conforme a estándares objetivos y 

compromisos públicos de calidad. 

Ello conduce a la revisión del criterio de Robert Alexy (1988) sobre los principios 

jurídicos, pues para este autor: 

[…] los principios son normas que ordenan que se realice algo en la mayor 

medida posible, en relación con las posibilidades jurídicas y fácticas. Los 

principios son, por consiguiente, mandatos de optimización que se caracterizan 

porque pueden ser cumplidos en diversos grados y porque la medida ordenada 

de su cumplimiento no solo depende de las posibilidades fácticas, sino también  
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de las posibilidades jurídicas. (p. 143) 

A ello se une en palabras del propio autor «una teoría de la argumentación jurídica, que 

dice cómo […] es posible una decisión racionalmente fundamentada» (Alexy, 1988, p. 

149). 

Si se parte de las funciones de los principios,9 se aprecia que ellos están presentes en el 

momento de creación de las normas, lo que contribuye en gran medida a la coherencia 

del ordenamiento jurídico, de ahí que una de sus funciones sea la de fundamento del 

mismo; pero también son pautas que guían la interpretación más justa y equitativa y 

proporcional del Derecho, por tanto, adquieren una importancia vital no solo para el 

ordenamiento sino para los operadores, por lo que se le reconoce como función 

también la de orientadora de la labor interpretativa; y también son fuentes, lo que 

garantiza la plenitud del ordenamiento jurídico, toda vez que ante la ausencia de regla 

jurídica aplicable a un caso concreto, puede dilucidarse el mismo a través de los 

principios que el ordenamiento jurídico ha reconocido en sus normas o que la tradición 

jurídica conoce y son de dominio público, de ahí su función integradora. Análisis este 

vital cuando se trata de mostrar que el reconocimiento de la buena administración 

como principio no es una cuestión de doctrina sentada o capricho de los autores más 

contemporáneos de Derecho Administrativo, sino que se justifica desde la teoría del 

Derecho, toda vez que, la aspiración fundamental con esta institución está en que los 

legisladores, los funcionarios de la Administración Pública y los operadores jurídicos 

que en su día tengan que dilucidar sobre cuestiones administrativas, elaboren las 

normas, la interpreten y tomen sus decisiones desde la óptica de la buena 

administración. 

En este sentido, se han observado y tenido en cuenta los requisitos que bien desde lo 

teórico o desde la jurisprudencia permiten clasificar un mandato como principio. Dentro 

de esos requisitos, autores como Reinoso Barbero (1987) —que han desarrollado el 

tópico— plantean la existencia de los siguientes: 

                                                            
9 Sobre esto se puede consultar el criterio de Rodolfo Vigo (1986). En esta obra el autor refiere las siguientes 

funciones: ontológica, preceptiva y gnoseológica. La función ontológica está dada en cuanto el principio es causa 
primera de algo; la función preceptiva o normativa, en cuanto el principio mando u ordena una conducta orientada 
a satisfacer un fin; y la función gnoseológica, en cuanto el principio da razón de algo, ayuda o posibilita el 
conocimiento de lo que interrogue. 
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1. Que el principio no contradiga ni a la ley ni a la costumbre, puede decir lo 

mismo, pero no puede contravenirlas. 

2. Que sea susceptible de aplicación al caso concreto. Puede aplicarse 

directamente en defecto de ley y costumbre o indirectamente cuando 

proceda aplicar ley y/o costumbre. 

3. Que el principio sea considerado como tal principio (a la luz del Derecho 

romano o la tradición jurídica nacional). (pp. 114 y 115) 

Los enunciados guardan mucha relación con que exista, aunque sea incipiente, una 

referencia a los principios en los textos normativos, por lo que, no son los únicos, toda 

vez, que, como reconoce el autor antes citado, la jurisprudencia aporta otros requisitos 

de carácter material y procesal que se muestran suficientes, aun cuando no existan 

ninguno de los antes mencionados. Ellos son: 

1. Que haya sido reconocido en sentencia del Tribunal Supremo. 

2. Que se pueda citar cuáles son las sentencias en las que se recoge tal 

principio. 

En el caso concreto del principio de buena administración, si se revisa la doctrina sobre 

el tema, así como los argumentos esgrimidos por los jueces de distintas instancias y 

espacios geográficos, se aprecia que cumple los requisitos antes expuestos de los 

principios jurídicos, aún más, se constata que parte de los enunciados requisitos que 

aporta la jurisprudencia —pues ha sido esta quien lo ha devuelto a los escenarios 

jurídicos de distintas naciones y continentes—, no se despoja de los tres primeros 

requisitos planteados toda vez que ha sido evocado con frecuencia por la jurisprudencia 

precisamente por su susceptibilidad de aplicación al caso concreto y por su ya 

enunciación en los finales de la década del 40 e inicios del 50 del pasado siglo en normas 

cúspides de Estados. 

Otros argumentos se pueden aportar desde la misma enunciación gramatical, toda vez 

que la expresión buena administración, denota que tiene como principio fundante el 

Estado de Derecho y que emana de valores10 superiores como lo es la dignidad de la 

                                                            
10 No se asume con este criterio la identificación de los principios con los valores, pues se tiene claridad de que no es 

lo mismo, pues los valores no contienen especificaciones sobre los supuestos en los que deben ser aplicados, ni las 
consecuencias jurídicas que deben seguirse en concreto: son ideas directivas generales; mientras que los principios 
entrañan un mayor grado de concreción y especificación que los anteriores respecto de las situaciones en que pueden 
ser aplicadas y sus consecuencias, sin que por ello lleguen a ser normas analíticas (Coviello, 2009, p. 746). 
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persona humana, lo que se traduce en una nueva cultura del hacer de la Administración 

Pública, sobre todo en su relación con los ciudadanos. Con respecto a este particular, 

autores como Sanz Larruga (2009) sostienen que: 

«buena administración» constituye un verdadero «principio rector» de las 

Administraciones Públicas que ha calado en la legislación y la jurisprudencia 

como expresión aglutinante de su buen funcionamiento, no solo desde una 

perspectiva interna, sino también —y en particular— desde el punto de vista de 

sus relaciones con los ciudadanos. Pero, en todo caso, un principio rector que 

[…] se ha positivizado en una serie de principios específicos, mandatos y 

directrices para las Administraciones Públicas, e incluso verdaderos derechos de 

los ciudadanos con concretas garantías para su salvaguardia. (pp. 729–751) 

En su consideración como principio, tiene a su favor que, al igual que los demás 

principios generales del Derecho Administrativo, este constituye un estándar de control 

de la discrecionalidad administrativa, pues, sin desconocer la legítima potestad de la 

Administración para dictar actos discrecionales, afianza la idea de controlar la 

legitimidad de los elementos reglados del acto, la veracidad de los hechos que lo 

determinan y la observancia del principio de razonabilidad, así como de los demás 

principios generales del Derecho. Ello propiciado porque, en este nuevo resurgir de la 

buena administración, hay un desplazamiento del centro del Derecho Administrativo 

de las Administraciones Públicas a los ciudadanos. Lo que remonta a las palabras del 

profesor Tornos Mas, cuando plantea que «la buena administración como el alma de la 

nueva administración» (2007, p. 2). Entendida la buena administración como mandato de 

optimización, se apuntalan entonces los criterios clasificatorios que permitirán ir 

descubriendo su alcance. 

Para Tomás Mallén, siguiendo el Informe anual de actividades 1998 del Defensor del 

Pueblo europeo, su contenido se desborda en Principios de orden sustantivo como son: 

Obligación de aplicar la ley, las normas y procedimientos establecidos (principio de 

legalidad), evitar cualquier discriminación (principio de igualdad de trato), tomar 

medidas proporcionales al objetivo perseguido (principio de proporcionalidad), evitar 

el abuso de poder, asegurar la objetividad y la imparcialidad (incluida la abstención en 

casos de interés personal), respetar la confianza legítima (principio de seguridad   
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jurídica), obrar con equidad. Y Principios de carácter procesal como son: contestar a la  

correspondencia en el idioma del ciudadano, respetar el derecho a ser escuchado y a 

presentar declaraciones antes de tomar una decisión (derechos de defensa), adoptar 

una decisión en un plazo razonable, motivar las decisiones, el deber de facilitar una 

información clara y comprensible y aconsejar adecuadamente y actuar con cortesía 

(Tomás Mallén, 2004). 

Los enunciados principios integrantes de la buena administración, como puede verse 

en el criterio de la autora referenciada, más que introducir nuevos elementos, sistematiza 

conocidos principios de actuación de la administración pública y principios del debido 

procedimiento, de manera que actúa como un verdadero cofre donde se encierran el 

hacer y cómo hacer de la Administración. 

Sin grandes diferencias en su contenido, pero sí con otra perspectiva de análisis, el ya 

mencionado Sanz Larruga, refiere dos manifestaciones: La primera, (ad intra), que se 

refiere a su propia organización o a su funcionamiento interno, que normalmente se 

identifica con principios funcionales de la Administración Pública tales como: 

objetividad e imparcialidad, profesionalidad y ética del personal al servicio de las 

Administraciones Públicas, eficacia, eficiencia, celeridad en las actuaciones 

administrativas, así como proporcionalidad. La segunda, (ad extra) que se proyecta 

sobre las relaciones de las Administraciones Públicas con los ciudadanos y que se 

corresponden con específicos derechos de los ciudadanos como son: los principios de 

servicio al ciudadano, de buena fe y de confianza legítima (Sanz Larruga, 2009, pp. 729–

751). 

Al entender de la autora de estas líneas, la manifestación ad intra, aunque alude a la 

organización y funcionamiento interno de la Administración, tiene en la mira su 

principal fin: satisfacer necesidades generales de la sociedad, que a su vez revisten el 

contenido de la función administrativa y, por tanto, respecto a las relaciones con los 

ciudadanos que, aunque no cubran el universo de esta función, son su núcleo duro. 

De indubitada valía resulta el criterio del autor Jaime Rodríguez-Arana (2013), quien 

discurre sobre el tema refiriendo los que a su entender lo integran, y que fueron 

asumidos como tal en la Carta Iberoamericana de los De rechos y Deberes del  

  

https://revistas.uh.cu/revuh


 
Universidad de La Habana, No. 305 (enero-abril) | 2026 
ISSN: 2708-5511 | RNPS: 2461 https://revistas.uh.cu/revuh 

Ciudadano en relación con la Administración Pública (CLAD, 2013, pp. 5–9),11 de la cual 

fue su principal redactor. Si bien la Carta tiene como esencia las relaciones entre la 

Administración Pública y los ciudadanos, los principios contenidos operan también en 

las relaciones de los funcionarios y los ciudadanos, pues los primeros actúan en nombre 

de sus Administraciones respectivas. Aun así, específicamente en el caso de esta 

relación, deben plantearse otros principios que la personifican. Tal es el caso de: 

ausencia de abuso de poder, asistencia, justicia, cortesía, respuesta, acuse de recibo, 

identificación del funcionario competente, audiencia y motivación. Los que, además, 

se corresponden con la posibilidad del ciudadano de evaluar si se ha actuado en virtud 

de la buena administración; y es que, cuando se habla de principios, se debe recordar 

que estos son observables y por tanto, como sentaría la jurisprudencia europea del 

Tribunal de Primera Instancia, no confieren per se derechos a los particulares, sino en la 

medida que constituya la expresión de derechos específicos,12 lo que también 

fundamenta por qué la Unión Europea elevó a derecho fundamental la buena 

administración. 

Con respecto al tópico, en el ámbito nacional se debe referir la obra de un autor que ha 

publicado varios estudios de la buena administración en los últimos años, sobre todo 

desde su construcción histórica: Matilla Correa. Para él, «la buena administración, al 

configurarse como principio jurídico, resulta elemento que se coloca dentro del 

principio de juridicidad que marca la sujeción de la Administración Pública, y de todo el 

fenómeno de lo administrativo público, al Derecho» (Matilla Correa, 2020, pp. 230–

231). En estas palabras, se percibe el realce del Estado de Derecho, de la cual el 

mencionado principio se convertiría en una consecuencia de sus exigencias. Para que 

ello se realice, otros principios regulados en su mayoría por los ordenamientos jurídicos 

deben interconectarse, de los cuales refiere el precitado autor fundamentalmente 

cinco. «Esos cinco principios son: eficacia, eficiencia, objetividad, economía o 

economicidad y celeridad» (Matilla Correa, 2020, p. 240). 

                                                            
11 Carta Iberoamericana de los Derechos y Deberes del Ciudadano en Relación con la Administración Pública. 

Capítulo Segundo, pp. 5–9. 
12 Sentencia del Tribunal de Primera Instancia, de 4 de octubre de 2006, caso Tillack c. Comisión, asunto T-193/04 

(apartado 127). En ella se hace alusión a jurisprudencia anterior con la misma doctrina: sentencia del TPI de 6 de 
diciembre de 2001, Area Cova y otros c. Consejo y Comisión, asunto T-196/99. 
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Los criterios analizados permiten establecer que el amplio abanico de principios que 

figuran bajo la denominación de buena administración; alcanzan tanto a la 

organización y funcionamiento de la administración pública como a la relación de esta 

con los ciudadanos, y a la relación de los funcionarios con los ciudadanos. 

Vistos y vertidos en estas líneas distintos criterios que van desde planteamientos más 

generales hasta cada específico principio que integra lo que puede entenderse como 

megaprincipio de buena administración, se considera pertinente establecer los que, a 

criterio de esta autora y a tenor de los argumentos expuestos por doctrina, 

jurisprudencia y normas jurídicas, se constituyen en pilares para la buena 

administración y su consecución en un Estado de Derecho. Ellos son: 

1- Juridicidad. 

2- Participación ciudadana en la toma de decisiones de la Administración. 

3- Reconocimiento de los derechos de las personas en lo que suponen 

prestaciones del Estado. 

4- Transparencia. 

5- Debido Proceso. 

El primero de ellos porque es el fundamento de donde parte y a donde conduce la idea 

de una buena administración, pues, por las potestades de las que está investida la 

Administración Pública para que pueda actuar, debe resguardarse la legalidad, 

sometiendo toda actuación administrativa al ordenamiento jurídico, pero aún más, 

porque si la Administración actúa en pos o en beneficio del administrado y sus intereses 

generales, entonces toda su actividad puede estar sometida al control de los jueces y 

los tribunales, pues no habrá allí nada oscuro e inmarcesible que escape de ese control. 

Al respecto pueden traerse a colación palabras de uno de los grandes juristas cubanos, 

Fernando Álvarez Tabío, el que, a la altura de 1956 ya sostenía que una administración 

convencida de que en los hombres del Poder Judicial domina el espíritu de respeto al 

Derecho, se preocupará de no salirse nunca de los cauces de la ley; mientras que si no 

se siente eficazmente fiscalizada caerá inevitablemente en la arbitrariedad. (Álvarez 

Tabío, 2011, pp. 29–45) 

Por otra parte, el principio de participación reviste gran significación para este trabajo, 

pues resulta tendencialmente inclusiva, asimismo se extiende al entero ciclo temporal  
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del acto administrativo, o sea, desde la preparación del mismo hasta su aprobación y 

ejecución, así como su modificación. Además, por la legitimidad que le otorga al acto 

que la autoridad responsable de su emisión pondere la información obtenida a través 

de la participación y la exprese en su motivación (Barnes, 2019, pp. 106–107). Pero esta 

participación no debe ser por el mero cumplimiento del requisito de participación 

social, sino en la búsqueda de una real y efectiva participación de la sociedad, a través 

de personas que conforman esta pero que estén estrechamente unidas al conocimiento 

de lo que se pretende, sea porque es un profesional del ramo, o porque tiene 

experiencia que le permiten hacer aportaciones para su mejora. 

El tercer principio se refiere al reconocimiento de estos derechos más allá de lo formal, 

o sea, su reconocimiento material a través de la tutela efectiva, pues parten de la 

dignidad humana como principio y como valor jurídico que vertebra el ordenamiento 

jurídico, pero sobre todo al actuar de los poderes públicos, de donde no escapa la 

Administración Pública, y permite al Estado crear las condiciones para que la libertad y 

la igualdad de las personas sean reales y efectivas. La transparencia a su vez —porque 

además de ser un medidor de la democracia, pone al servicio más noble las nuevas 

tecnologías—, permite a los ciudadanos, fundamentalmente a través de los portales y 

de los institutos que se han creado, obtener información veraz y oportuna de la gestión 

de su administración y con un carácter preventivo que disminuye los riesgos de 

corrupción administrativa. Lo anterior guarda relación con el gobierno electrónico 

como forma de gobernar con mayor agilidad y mejores resultados a través de páginas 

y portales web que impactan tanto en lo psicológico, por la disminución de trabas 

esencialmente burocráticas para las personas; lo económico, pues la disminución de 

trámites generalmente está acompañado de una disminución de gastos o de un 

incentivo económico, algo de lo que, los tiempos actuales dan fe; y lo social, pues 

genera sin dudas bienestar y hace a la sociedad más interactiva al mejorar los servicios 

e información ofrecida a los ciudadanos y las organizaciones; así como simplificar los 

procesos de soporte institucional. También el gobierno abierto que, al proporcionar 

datos útiles con alta usabilidad, permite que las personas y las organizaciones externas 

al gobierno encuentren, bajen, analicen, comparen, integren y combinen datos con 

otras informaciones de modo que les proporcionen valor público y quede este resultado 
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disponible para otros usuarios. Por último, y no menos importante, el debido proceso, 

por todo lo que engloba, pero sobre todo por la protección individual y colectiva. 

El reconocimiento que hace esta autora de estos principios como pilares de la buena 

administración permite determinar que estos deben ser observables por la 

administración pública, sus funcionarios y los servidores públicos en sentido general, 

subsumiendo en estos últimos no solo a aquel personal que realiza una actividad de la 

administración en función de la satisfacción de las necesidades de la sociedad, sino 

también a aquellos que, en representación de la administración, tienen la 

responsabilidad de dictaminar sobre la cuestión traída a su conocimiento y proponer la 

mejor solución posible. 

Solo así, desde la debida observancia de estos principios y la realización de sus derechos 

correlatos, se puede lograr el acometido de la administración y satisfacer el crédito que 

tienen los administrados frente a ella en este siglo XXI. 

La Carta Iberoamericana de los Derechos y Deberes del ciudadano en 
relación con la Administración Pública, su impronta en el 

ordenamiento jurídico administrativo cubano 
Como se expuso antes, en octubre de 2013 entre los Estados que rubricaron la Carta 

aludida estuvo el Estado cubano, el que también fue signatario de las Cartas que le 

precedieron a esta como la de Gobierno Electrónico (Centro Latinoamericano de 

Administración para el Desarrollo [CLAD], 2007), la de Función Pública (CLAD, 2013), la 

de Calidad en la Gestión Pública (CLAD, 2008). Un paso como este, reconocer al 

ciudadano como un sujeto con derechos y deberes en sus relaciones con la 

Administración Pública y a esta, como un sujeto con principios observables, deberes y 

obligaciones inobjetables dentro de esas relaciones, implicaba una amplia 

transformación en nuestro país que debía pasar, sin dudas y en primer lugar, por las 

normas jurídicas que regularan las instituciones necesarias para su materialización, lo 

que no se evidenció ni en el orden constitucional ni legislativo en los años que le 

siguieron. 

Un posible motivo puede erigirse en el hecho de que, a decir del primer secretario del 

Comité Central del Partido Comunista, ya desde el 2013 se estaba preparando la nueva 

Constitución de la República que vería la luz definitiva seis años después (Constitución 

de la República de Cuba, 2019); situación que puede haber condicionado el que no se 
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emitieran otras normas infraconstitucionales que desarrollaran estos contenidos 

puesto que podían ser susceptibles de considerables modificaciones con posterioridad 

a la Constitución. 

Ante la realidad, o sea, el hecho de que la Carta Iberoamericana pasaba inadvertida por 

el ordenamiento jurídico y por la actividad administrativa, así como en gran medida la 

judicial en materia contenciosa administrativa, varias interrogantes se presentaban: 

¿Podía entenderse la Carta como parte del ordenamiento jurídico en Cuba? ¿Sería que 

como instrumento internacional no tenía la fuerza suficiente para vincular a la 

Administración Pública? ¿Acaso los mecanismos de recepción de los tratados 

internacionales en nuestro país no alcanzaban a este tipo de documento? ¿Influiría en 

ello la indefinición que padece nuestro ordenamiento con respecto a qué entender por 

Administración Pública en Cuba? 

Ciertamente, en el actuar y el discurso de las figuras principales de la dirección del país 

y sobre todo de la Administración Central del Estado, se percibe un cambio de 

paradigma en la última década, que permite constatar el debido conocimiento y la 

comprensión de las tendencias más actuales del Derecho Administrativo; así como de 

la necesidad de que la administración se ocupe cada vez más de la satisfacción de las 

necesidades de los ciudadanos; cambios que han alcanzado a nuestros medios e 

instituciones, democratizándolos y transparentando más las noticias. Se ha incentivado 

el Gobierno Electrónico, que es una realidad con un saldo positivo para la ciudadanía, 

sin embargo, como se expresó antes, Cuba también fue firmante de otras Cartas previas 

a esta que nos ocupa cuyo contenido se aviene más a la realidad que se presentaba. 

Muchas interrogantes se pueden derivar de este análisis, a la luz de los años posteriores 

al 2013, en torno a cuestiones de Derecho Internacional. Sin embargo, aun cuando 

pudiera entenderse que esta Carta constituye más una declaración de principios y 

voluntades de los jefes de Estados iberoamericanos que un instrumento jurídico 

internacional vinculante por su firma y ratificación como lo son los tratados y 

convenciones, al entender de esta autora, la Carta en cuestión, por su contenido, por 

los intereses que tutela, por el manto de protección con que dota a la institución buena 

administración al reconocerla como derecho fundamental y como obligación de las 

administraciones públicas, se relaciona con documentos internacionales que Cuba ha  

  

https://revistas.uh.cu/revuh


 
Universidad de La Habana, No. 305 (enero-abril) | 2026 
ISSN: 2708-5511 | RNPS: 2461 https://revistas.uh.cu/revuh 

firmado y ratificado como son la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción (Naciones Unidas, 2004) y la Carta Internacional de Derechos Humanos 

(Naciones Unidas, 2026) y en tal sentido, está protegida por el ius cogens con el que se 

pretende amparar los intereses colectivos fundamentales de todo el grupo social, que 

no admiten ni la exclusión ni la alteración de su contenido, por lo que se explica que esta 

clase de normas se encuentren en una posición jerárquica superior con respecto al resto 

de disposiciones del ordenamiento. 

La Constitución de 2019. Pautas para una buena administración 

Entender la impronta de la Carta que se analiza en este apartado, obliga a poner la 

mirada sobre los principales hitos normativos relativos a ella que se promulgaron en 

Cuba con posterioridad. Un primer momento lo es, sin dudas, la Constitución de 2019. 

De esta norma cúspide, resultó bastante inquietante que no reconociera un marco 

jurídico preciso para la Administración Pública y a los principios sobre los cuales debía 

erigirse, sobre todo cuando se había reconocido públicamente que para la realización 

de este texto constitucional se tuvieron en cuenta como referentes, constituciones 

contemporáneas y constituciones del área geográfica, en las que se especifican ambas 

cuestiones, precisamente por la relación constante entre las personas y la 

Administración. Así nace a la vida jurídica del Estado cubano y para guiar los designios 

futuros del país, una Constitución que, al igual que su antecesora, carece de un marco 

jurídico delimitado de la Administración Pública, que sigue generando la incertidumbre 

de hasta dónde puede llegar esta y cómo puede accionar el ciudadano ante una 

presunta vulneración de sus derechos por ella, por la inobservancia, entre otros, de la 

buena administración. 

En consecuencia con el estudio que se realiza en estas páginas, otra preocupación ha 

sido que no se reconociera constitucionalmente la referencia expresa a la buena 

administración, sobre todo porque sería la muestra fehaciente de la incorporación al 

ordenamiento jurídico del contenido de la Carta Iberoamericana de los Derechos y 

Deberes del ciudadano en relación con la Administración Pública, instrumento 

internacional que había signado el Estado cubano y que no había recibido tratamiento 

legal en el país. Lo que se agudiza con la lectura del artículo 8, el cual no permite 

identificar con claridad el sistema de recepción de los tratados, pues este refiere que  
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forma parte o se integra, lo que hace alusión a los dos mecanismos internacionalmente 

reconocidos, pero que nos deja en la misma situación con respecto a una posición ante 

la Carta Iberoamericana, pues no existe certeza de si el documento en sí podía 

entenderse como parte del ordenamiento jurídico y en tal sentido ser instrumento 

jurídico suficiente para dirimir cuestiones de buena administración, o si debía esperarse 

la emisión de una norma patria que subsumiera los contenidos que hay en ella,13 al estilo 

del tratamiento que se le dio al gobierno electrónico. Lo que sí es cierto es, que aún con 

los cambios trascendentales en la Constitución y la adopción de estándares 

internacionales en la redacción y reconocimiento de un grupo de instituciones, se optó 

por no develar explícitamente la buena administración, a semejanza de las 

constituciones no más contemporáneas, sino de las que conforman el 

Neoconstitucionalismo del último cuarto del siglo XX, aunque amplía el catálogo de 

derechos, el de deberes y se modifica el artículo de los principios de organización y 

funcionamiento de los órganos del Estado, incluyendo principios tan importantes como 

el de transparencia y todo ello en su conjunto apunta de forma soterrada al 

reconocimiento de la triple funcionalidad de la buena administración. 

Respecto a los principios, en su reconocimiento constitucional se observan los grupos 

que se identificaron antes, ya sea en las relaciones entre la Administración Pública y los 

ciudadanos, entre los funcionarios y los ciudadanos y entre los funcionarios y la 

Administración Pública. El artículo primero de la Constitución exhibe el principio que en 

acápite precedente se ha enunciado como fundante de la buena administración: el 

Estado de derecho, el que se hace acompañar de valores superiores en los que destaca 

la dignidad, la justicia social, la igualdad, el bienestar y la prosperidad individual y 

colectiva. El artículo 7 por otra parte, alude el sometimiento de los órganos del Estado 

y sus directivos y funcionarios a la Constitución. El artículo 9 refiere la legalidad y el 10 

el servicio objetivo a los ciudadanos a través de lo que enuncia como respeto, acuse de 

recibo y respuesta. Más adelante, el artículo 13, inciso d, en relación con el 41 y el 42 

establecen la igualdad de trato, la no discriminación y la progresividad. El artículo 78 

preceptúa el principio de acceso a la información y el 101, inciso h, el tan aclamado 

principio de transparencia. Lo que, a nuestra consideración, es basamento suficiente de 

                                                            
13 Aspiración que finalmente se concretó en la Ley de Procedimiento Administrativo de 2024. 
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una idea de buena administración y garantía de su cumplimiento (Constitución de la 

República de Cuba, 2019, pp. 72, 79, 83, 88). 

Develados los preceptos constitucionales que actúan como principios de buena 

administración, el principal reto para el régimen jurídico administrativo que se edifica, 

está en erigirse sobre estos pilares y proyectarse hacia una administración inclusiva, 

plural, que tenga como razón de ser el ciudadano y su bienestar. De ahí la pertinencia 

de la buena administración en su triple funcionalidad y es que, de instituirse como 

deber, quedaría conminada la Administración Pública actuante al entendimiento que, 

de no cumplirse este, existirán consecuencias jurídicas en la esfera de la Administración 

y los funcionarios. Por otra parte, su regulación como principio, lo constituye en una 

garantía de debida observancia por la Administración, pues, como bien refleja Javier 

Barnes, la regulación jurídica de un principio no lo hace existente, sino lo garantiza 

(2019, pp. 106–107). 

Otros son los argumentos que sustentan los beneficios y la importancia de su regulación 

como derecho en nuestro ordenamiento y es que, si bien en su función como deber y 

principio requieren de una voluntad por parte de la Administración que debe 

observarlos para su propio actuar, el derecho garantiza que los órganos, organismos, 

entidades y funcionarios se sientan conminados a actuar de buena administración, pues 

de no hacerlo, existirán los mecanismos que le permitan al ciudadano su tutela ante 

esta vulneración, lo que en la Cuba de hoy reviste mayor significación a partir de lo que 

preceptúa el artículo 99.14 Los fundamentos para su regulación como derecho los ofrece 

la misma Carta Magna, toda vez que reconoce la progresividad15 y se cumple para el 

caso en cuestión que es de esos derechos que se han ido regulando por los 

ordenamientos. Esto se conecta a su vez con el artículo 2 de la Ley No. 153 Del Proceso 

                                                            
14 Artículo 99. La persona a la que se le vulneren los derechos consagrados en esta Constitución y, como consecuencia 

sufriere daño o perjuicio por órganos del Estado, sus directivos, funcionarios o empleados, con motivo de la acción u 
omisión indebida de sus funciones, así como por particulares o por entes no estatales, tiene derecho a reclamar ante 
los tribunales la restitución de los derechos y obtener, de conformidad con la ley, la correspondiente reparación o 
indemnización. La ley establece aquellos derechos amparados por esta garantía, y el procedimiento preferente, 
expedito y concentrado para su cumplimiento (Constitución de la República de Cuba, 2019, p. 88). 
15 Artículo 41. El Estado cubano reconoce y garantiza a la persona el goce y el ejercicio irrenunciable, imprescriptible, 

indivisible, universal e interdependiente de los derechos humanos, en correspondencia con los principios de 
progresividad, igualdad y no discriminación. Su respeto y garantía es de obligatorio cumplimiento para todos 
(Constitución de la República de Cuba, 2019, p. 79). 
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de Amparo de los Derechos Constitucionales (Asamblea Nacional del Poder Popular, 

2022).16 

Dentro de los beneficios de la regulación en el ordenamiento jurídico destaca que 

permitiría reaccionar y combatir los supuestos de mala administración que se han 

entronizado en el actuar de la Administración Pública en nuestro país y aquejan a 

nuestra sociedad: la inactividad material y formal de la Administración, la 

burocratización, el ausentismo, la justificación permanente (mal este que se ha 

agudizado a partir de la Pandemia de Covid-19)17, a lo que se une el tratamiento que, no 

de forma aislada e inusual, le dan directivos a los bienes que están a su cargo como si 

fueran propios, supuestos estos de corrupción administrativa. 

Para ello se necesitará no solo de la regulación jurídica de criterios de buena 

administración, sino un personal preparado para conducirlo hacia ese objetivo y 

mecanismos e instituciones que lo promocionen, realicen y hagan efectivos. 

¿Qué debemos tener en cuenta para Cuba de la buena administración? 

Si bien se ha sostenido la existencia de preceptos que desde la Constitución apuntan 

hacia la buena administración dentro del ordenamiento jurídico vigente, se torna 

indispensable acotar aquellos elementos que la harían operantes, o sea, que permitirían 

que más allá de ser una aspiración de los ciudadanos se concrete en un actuar de la 

Administración. 

De conformidad con ello quizás se pueda entonces ver una real y efectiva praxis por 

nuestros operadores jurídicos y en especial por los foros de justicia, de lo que preceptúa 

en su tercer POR CUANTO la Ley del Proceso Administrativo en torno a la buena 

administración y así lograr una verdadera justicia administrativa. Respecto a ello, 

palabras de Álvarez Tabío permiten ilustrar los cambios necesarios para lograr la 

protección de los intereses de los ciudadanos y así su principal aspiración a una buena 

administración: 

                                                            
16 Artículo 2. En la solución de los conflictos que se originen por la vulneración de los derechos constitucionales, las 

disposiciones normativas se interpretan del modo que más favorezca a la persona y al respeto a la dignidad humana, 
en correspondencia con los valores y principios consagrados en la Constitución, en especial los de progresividad e 
igualdad y no discriminación, en función de garantizar la tutela judicial efectiva de los derechos, sin perjuicio de los 
derechos de las demás personas, la seguridad colectiva, el bienestar general, el respeto al orden público, a la 
Constitución, los tratados internacionales en vigor para la República de Cuba y las leyes (Asamblea Nacional del 
Poder Popular, 2022, p. 2048). 
17 No se niega la crisis económica desatada a partir de los cierres necesarios que se tuvieron que hacer para preservar 

la vida, de lo que se trata es que, con posterioridad a ella, se escoja como justificación sus daños colaterales y no se 
busque resolver los problemas que un servicio deprimido y deficitario ocasionan a la sociedad. 
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Si de verdad se quiere que la justicia administrativa constituya en la práctica una 

efectiva garantía política y jurídica del ciudadano que clama justicia frente a los 

abusos del poder administrador: suprímanse los formalismos inútiles, amplíese 

la legitimación activa, concédase la acción de nulidad en favor de aquellos que 

hubieran recibido algún agravio en sus intereses legítimos, aún frente a 

disposiciones reglamentarias ilegales; pero sobre todo, fortalézcanse los 

poderes del juzgador en el momento más trascendental del proceso o sea, 

cuando la sentencia adquiere toda su eficacia práctica mediante la ejecución. 

(Álvarez Tabío, 2011, p. 41) 

Por otro lado, la aprobada Ley de Procedimiento Administrativo (Asamblea Nacional 

del Poder popular, 2024), escenario regulatorio más idóneo en Cuba hoy sobre criterios 

de buena administración por su expresa regulación, necesita convertirse en el faro y 

guía que rija el actuar de la Administración Pública en el país. 

Otra norma que también debe estructurarse desde la óptica de la buena administración 

es el proyectado Código de contravenciones, en el cual deben reflejarse los deberes del 

ciudadano en sus relaciones con la administración que están estipulados en la Carta 

aludida. La Ley de la Administración Central del Estado, que también debe ver la luz en 

esta X Legislatura,18 debe expresar todos los principios que sustentan el actuar de los 

organismos que conforman dicha Administración. Estas consideraciones, se realizan en 

atención a su contenido administrativo, pero a la vez, porque una acertada regulación 

de estos contenidos y una correcta implementación, se convertirán también en 

presupuestos de la existencia y materialización de una buena administración. 

Todo ello conduce al segundo elemento fundamental identificado por la autora para la 

operatividad jurídica de esta institución, pues para ello se necesita de un personal 

cualificado, y aún más, la preparación en buena administración no puede alcanzar solo 

a los servidores de la Administración Pública, sino a los operadores jurídicos y por su 

conducto también a los ciudadanos. 

En este sentido, se estima pertinente la revisión de los programas de formación de los 

cursos de superación para el personal de la Administración Pública, de manera que sus 

                                                            
18 A partir de lo que estipula el Acuerdo número 57 de la X Legislatura de la Asamblea Nacional del Poder Popular. 

Debe referirse que en el Cronograma que se anexa a este acuerdo ambas normas debían haberse presentado en el 
2024, sin embargo, aún no salen a la luz. 
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contenidos trasmitan conocimientos generales y específicos en torno a la 

Administración y sus procedimientos, las técnicas y herramientas para la correcta 

gestión pública y la visualización de su quehacer en función de la satisfacción de las 

necesidades de las personas a quien sirve, así como conocimientos y aprehensión de las 

normas jurídicas que rigen su actividad y de las que deben ser expresión sus decisiones. 

También debe atenderse de manera prioritaria la superación en estos contenidos de los 

operadores jurídicos, fundamentalmente los que se desempeñan como abogados de 

entidades públicas que deben asesorar a los directivos de las mismas en sus decisiones, 

de manera que no vulneren el derecho-principio de buena administración. Por otra 

parte, los fiscales, a quienes como representantes de la legalidad les corresponde velar 

por el cumplimiento cabal de los preceptos que protegen al ciudadano en sus relaciones 

con la administración y quienes desde sus conocimientos y experiencias pueden 

contribuir a la temprana detección de hechos de corrupción. No por último menos 

importante el juez, quien tendrá en su día que dirimir sobre las cuestiones que en 

materia administrativa se le presenten por vulneración de derechos, para lo cual debe 

tener un amplio y suficiente conocimiento de las tendencias internacionales en estas 

materias incluso para resolver, pues, de la formación de los jueces encargados de aplicar 

lo que el legislador estipule, depende en gran medida que el proceso administrativo 

proteja eficazmente los intereses de los administrados. 

Para que todo ello sea viable, se considera pertinente que se desarrollen en el país 

tecnologías y técnicas de interacción, diálogo, comunicación y accesibilidad. Las que 

permitan que la administración exhiba en tiempo real su quehacer, a la vez que se pone 

al servicio objetivo de los ciudadanos no solo por su actuar, sino por su capacidad de 

recepción de las críticas y señalamientos que reciba de los destinatarios de sus actos, 

además mayor agilización de los trámites y disminución de la burocratización como lo 

está demostrando la implementación del gobierno electrónico. A propósito de esto, 

Díaz-Canel Bermúdez y Delgado Fernández (2021) plantean: 

La gestión en las instituciones públicas requiere la implementación del modelo 

en red, la modernización legislativa y una gestión de la calidad basada en 

resultados para simplificar los métodos de información financiera y no 

financiera, mejorar la capacidad de solución de problemas y aumentar la   
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participación de los ciudadanos en la toma de decisiones. (p. 7) 

A ello debe sumarse la creación de espacios de participación para que los ciudadanos 

formen parte de las decisiones, fundamentalmente cuando estas los afecten y que 

hagan las políticas públicas más inclusivas como parte de ese gobierno abierto. Así 

también urge crear las estructuras necesarias para la recepción directa e inmediata de 

la ciudadanía de las denuncias de supuestos de mala administración, su tramitación y 

respuesta. No se entienda ello como una imposibilidad de hacer efectivo el derecho a la 

queja en Cuba, pues este es de los derechos más realizables de la ciudadanía cubana 

hoy. 

Los cauces para la propuesta, si aún están por regularse en su mayoría y por ejecutarse, 

no pueden conducir al error de creer que solo es un ideal, pues ya hay una práctica 

judicial cubana, fundamentalmente en la provincia La Habana, que ha acogido como 

fundamento suficiente para la declaración de Nulidad, la vulneración por las 

administraciones públicas de la buena administración, lo que indica que, a semejanza 

de otros países, la jurisprudencia cubana es la llamada a sentar las primeras pautas 

sobre un criterio cubano de la buena administración fuera de los muros académicos. 

A propósito de la Ley de Procedimiento Administrativo y la Ley de Proceso 
Administrativo como expresión cimera de la impronta de la Carta 

Iberoamericana de los Derechos y Deberes del ciudadano en relación con la 
Administración Pública 

Los últimos meses han estado marcados, en materia de régimen jurídico 

administrativo, por la ya aprobación de una Ley de Procedimiento Administrativo. 

Sobre ella, varias cuestiones pueden destacarse como aciertos y desaciertos que, a 

criterio de esta autora gravitan sobre la buena administración. La Ley en cuestión es 

una muestra de cómo la buena administración es un criterio de actuación para la 

Administración Pública, lo que se deja ver desde sus POR CUANTO hasta su articulado, 

sobre todo en los que regulan los principios de actuación. Sin embargo, pueden 

señalarse algunas cuestiones que afectan esta concepción de criterio de actuación 

reservándola sólo para la reparación en sede administrativa. Dentro de esas cuestiones, 

en el entendido de la autora, está la denominación de la misma Ley, máxime cuando de 

su extenso articulado se advierte que va más allá de una norma procedimental. De ahí 

que pueda referirse que, por su efecto gnoseológico se considera debió ser entendida  
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esta como Ley General de la Administración Pública, que denota mayor alcance, 

evitando el riesgo de que queden fuera supuestos de inactividad de la Administración y 

a su vez, que funja solo como norma jurídica que guía el actuar hacia una reparación. 

Más allá de que se logre el fin último de satisfacer intereses generales, la Ley está 

redactada para convertirse en la guía de la Administración Pública, los servidores 

públicos y los ciudadanos en sus relaciones, de manera que sean óptimas. 

Por otro lado, la Ley del Proceso Administrativo (Asamblea Nacional del Poder Popular, 

2021), abordada a los efectos de este artículo y este apartado en un segundo momento, 

pero que antecede a la de Procedimiento Administrativo, refiere a la buena 

administración en su tercer POR CUANTO, conectándolo a la tutela judicial efectiva, 

convirtiéndose así, en la primera norma con posterioridad a la Carta aludida, que aborda 

de manera explícita en Cuba, la buena administración. De su redacción se deriva que 

debía convertirse en criterio de reparación en Sede Judicial, sin embargo, aun cuando 

la Ley tiene una función de sistema y todo lo que está contemplado en ella es aplicable, 

la práctica judicial cubana se enrumba a buscar solución al caso que se presenta ante los 

foros de justicia fundamentalmente en su articulado, y no en los POR CUANTO, siendo 

entendido por muchos de nuestros jueces, solo como una declaración de principios.19 

Ello nos lleva a precisar que, aunque también lo es, tiene un peso mayor que el 

declarativo, ya visto antes y es el garantizador de algo, en este caso de los derechos de 

los ciudadanos en sus relaciones con la Administración Pública. 

De la aspiración a la concreción de una regulación jurídica en Cuba 
sobre buena administración 

Llegado este punto es necesario acotar los principales ámbitos de aplicación de una 

regulación jurídica en Cuba sobre buena administración y en tal sentido, las ventajas 

para los ciudadanos y los entes que desarrollan la función administrativa. 

Gubernamental 

1. Elaboración de políticas públicas bidireccionales y compartidas. 

a) Bidireccionales en el sentido de que la política pública produzca el mayor  

                                                            
19Este criterio lo sostenemos a partir de los instrumentos que se aplicaron para obtener el parecer de los jueces con 

respecto a este por cuanto de la Ley. En este sentido se elaboró una encuesta a los jueces que atienden la materia en 
Santiago de Cuba y una entrevista grupal a jueces de distintas partes del país que atienden la materia en ocasión de 
celebrarse el XII Evento Internacional Justicia y Derecho en mayo de 2024. 
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número de beneficios para los ciudadanos y la administración, por tanto tienen 

que ser efectivamente realizables por la administración atendiendo a su 

capacidad tecnológica, a su presupuesto, así como a los recursos humanos con 

los que cuenta, teniendo en cuenta unos estándares de calidad y responder a 

un interés real de los ciudadanos. 

b) Compartidas en el sentido de que estas sean propuestas tanto por la 

administración como por los ciudadanos y en definitiva como resultado de la 

interacción entre gobierno, administración, ciudadanos y demás entes 

sociales, por lo que debe primar el principio de participación. 

Administración Pública 

2. Elevación de la calidad en la prestación de los servicios públicos en 

correspondencia con los derechos refrendados en la Constitución y en virtud de 

esta, exigibles de ser vulnerados, así como del propio derecho a la tutela 

administrativa efectiva. 

3.  Mejores índices de tramitación y decisión de asuntos a partir de la 

preparación de quien instruye el procedimiento, de la elaboración del 

expediente y de la motivación de las decisiones. 

4. Estrategia de prevención y enfrentamiento a la corrupción 

administrativa desde la exigibilidad a los funcionarios de transparentar sus 

presupuestos, la ejecución de los mismos, así como la información que de ellos 

ponen a disposición de la ciudadanía. 

Tribunales populares en materia administrativa 

5. Competencia suficiente para el órgano juzgador en esta materia para 

conocer los supuestos de mala administración incluyendo la corrupción 

administrativa, pudiendo declarar nulo los actos administrativos en los que no 

se observó la buena administración. 

Entidades de defensoría y atención a la población 

6. Procedimiento más expedito para la recepción directa e inmediata de las 

denuncias de supuestos de mala administración, su tramitación y respuesta. 
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CONSIDERACIONES FINALES 

El régimen jurídico administrativo cubano evidencia un marco jurídico para la 

concepción de la buena administración en su triple funcionalidad, a partir de los 

preceptos constitucionales que regulan deberes, principios y derechos componentes de 

esta mega institución jurídica y por consiguiente su implementación y exigibilidad a la 

Administración, así como en el tercer POR CUANTO de la Ley del Proceso 

Administrativo y el articulado de la Ley del Procedimiento Administrativo. 

Para su operatividad en Cuba se tornan indispensables los siguientes elementos: 

1. Que se perfeccionen los planes de preparación y superación de los 

servidores públicos en pos de una buena administración y que se implementen 

cursos de capacitación para los operadores jurídicos en la materia, 

fundamentalmente para aquellos que asesoran o representan a entidades 

públicas. 

2. Que se creen los mecanismos, instituciones y se generen los espacios 

para la participación de la ciudadanía en la toma de decisiones, la exhibición del 

quehacer de la Administración, la recepción de las críticas, señalamientos y 

denuncias de las personas por un actuar deforme, indebido, lesivo o por un no 

actuar. 
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